
2234 Martes 16 enero 2007 BOE núm. 14

ción por el procedimiento de los artículos 324 y siguientes de la Ley 
Hipotecaria o solicitar la intervención del Registrador sustituto en el 
plazo de 15 días desde su notificación con arreglo al artículo 19 bis de la 
Ley Hipotecaria y Real Decreto 1.039/2.003 de 1.º de agosto.

II

El trece de enero de dos mil seis, se interpuso recurso formulado por 
don Ignacio Cantillana Ibarrola en nombre y representación de Rama-
murty Tallury, de nacionalidad estadounidense, en los siguientes térmi-
nos: 1. Que corresponde estimar el presente recurso, y en consecuencia, 
dejar sin efecto la suspensión de anotación preventiva al amparo de los 
artículos 721, 726, 727 y 728 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; artículo 41 
del Reglamento Hipotecario y artículo 24 de la Constitución Española, 
todos ellos en relación con la tutela judicial efectiva y la adopción de 
medidas cautelares. 2. Que establecido lo anterior, procede la anotación 
preventiva de la demanda principal en la citada finca, no sólo por cuestio-
nes materiales, y que ya fueron consideradas en la sede competente, sino 
por tratarse esta de una medida que lleva al aseguramiento de la sentencia 
que en su día tenga lugar en el procedimiento principal. 3. Que el Registra-
dor obvia que el préstamo personal se rige por la Ley estadounidense, por 
lo que la trascendencia jurídico real de su incumplimiento, respecto de los 
bienes del deudor, puede conllevar la mencionada mutación jurídica, ope-
rándose dicha mutación, por el hecho de que los bienes sean atribuidos 
directamente al pago del acreedor de conformidad con la capacidad que 
para ello tienen dichos Tribunales. 4. Que la anotación preventiva de 
demanda tiene una vertiente de publicidad, como señala la Audiencia 
Provincial de Madrid en Sentencia de 21 de Septiembre de 2.002. 5. Que la 
Audiencia Provincial de Zaragoza en Sentencia de 27 de Octubre de 1.998 
establece que la anotación preventiva de demanda no exige necesaria-
mente el ejercicio de una acción real. Queda, por tanto acreditado, que 
aún tratándose de una acción personal, ésta puede tener conforme a la 
legislación y sistema jurídico estadounidense la trascendencia real que el 
Registrador exige para que sea anotada. Por tanto solicita sea por presen-
tado el recurso, estimado y en consecuencia ordene la anotación preven-
tiva de demanda solicitada.

III

El Registrador emitió el informe preceptivo y elevó el expediente a 
este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 10.1, 10.10, 1.859 y 1.884 del Código Civil; 42.1. de 
la Ley Hipotecaria; Resoluciones de Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 24 de Marzo y 17 de Septiembre de 1987; 12 de Mayo 
de 1992; 19 de Octubre de 1994; 11 de Noviembre de 1998; 5 y 12 de 
Marzo de 2004.

1. Se presenta en el Registro de la Propiedad de Sevilla número 7 
mandamiento ordenando la práctica de anotación preventiva de demanda 
sobre una finca perteneciente a los deudores de un préstamo personal, 
como medida cautelar dictada en un procedimiento que se sigue en Illi-
nois (Estados Unidos de América). El Registrador deniega la práctica de 
dicha anotación preventiva por carecer de trascendencia real, a lo que el 
recurrente alega que sí la tiene pues en el Derecho norteamericano, por el 
que se rige el procedimiento, puede dirigir el acreedor la acción directa-
mente contra los bienes del deudor, y en el caso de obtener sentencia a su 
favor adquirir directamente la propiedad sobre tales bienes.

2. En primer lugar debe tenerse en cuenta que el acceso al Registro 
de la Propiedad, así como la publicidad de los derechos reales se rige, 
siempre, por la legislación española, dado que los bienes y derechos rea-
les en él inscritos están sujetos a la «lex rei sitae». No puede invocarse el 
Derecho norteamericano, aunque sea el que dirima la cuestión de fondo 
(artículo 10.1 del Código Civil). Por ello, si lo que se pretende es la suje-
ción del bien a la deuda contraída, en nuestro ordenamiento jurídico el 
pacto comisorio es inadmisible, salvo los supuestos específicos previstos 
en los Derechos civiles especiales o forales. Así lo ha manifestado reitera-
damente este Centro Directivo haciendo aplicación del citado principio 
«lex rei sitae» (véase al respecto la Resolución de este Centro Directivo 
de 18 de Octubre de 1994).

3. Conforme a la interpretación que este Centro Directivo ha reali-
zado reiteradamente, el artículo 42.1.º de la Ley Hipotecaria permite que 
sean anotadas en el Registro de la Propiedad no sólo las demandas en que 
se ejercita una acción real, sino también aquellas otras mediante las que se 
persigue la efectividad de un derecho personal cuyo desenvolvimiento 
lleve aparejada una mutación jurídico-real inmobiliaria. Pero no es este el 
caso, dado que la acción ejercitada es puramente de reclamación de canti-
dad, y aunque prosperase nunca podrían los bienes sobre los que pretende 

practicarse el asiento pasar, según nuestro ordenamiento jurídico, directa-
mente a propiedad del acreedor. Para que conforme al Derecho español, 
aplicable en materia de derechos reales ex articulo 10.1 del Código Civil, 
exista un acto de trascendencia real susceptible de reflejo registral, será 
preciso esperar a que se adopte la correspondiente afección del bien a 
través de su embargo o medida cautelar restrictiva de la disponibilidad de 
los bienes (cfr. artículo 42. 2 y 4 de la Ley Hipotecaria) o se produzca su 
adjudicación (véase Resolución de 12 de Marzo de 2004).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar 
la calificación del Registrador.

Contra la presente resolución los legalmente legitimados pueden recu-
rrir mediante demanda al Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia del 
lugar donde radique el Registro en el plazo de dos meses desde su notifica-
ción, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme 
a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 20 de noviembre de 2006.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 929 RESOLUCIÓN 320/38000/2007, de 2 de enero, de la Direc-

ción General de Armamento y Material, por la que se 
homologa el disparo de 30 mm x 173 TP-T, fabricado por 
la empresa General Dynamics-Santa Bárbara Sistemas.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
presentada por la empresa General Dynamics, Santa Bárbara Sistemas 
(GD-SBS), con domicilio social en la calle Manuel Cortina, núm. 2, de 
Madrid, para la homologación del disparo de 30 mm × 173 TP-T, fabricado 
en su factoría ubicada en Palencia.

Resultando que por el interesado se ha presentado la documentación 
exigida por el Reglamento de Homologación de la Defensa, Real Decreto 
324/1995 de 3 de marzo (BOE núm. 70) y que el Polígono de Experien-
cias de Carabanchel, mediante informes técnicos IT-DEST-003/06 y I.E. 
n.º 22/06, ha hecho constar que el modelo presentado ha superado satis-
factoriamente lo establecido en la NM-R-2886 E (1.ª R), norma de refe-
rencia para la homologación de este disparo,

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Real 
Decreto y visto el informe favorable emitido por la Comisión Técnico-Ase-
sora de Homologación, ha acordado homologar, de acuerdo con la NM-R-
2886 E (1.ª R), el disparo de 30 mm × 173 TP-T, fabricado por GD-SBS.

A esta homologación se le asigna el número 1305.09 y validez de dos 
años a partir de la fecha de esta Resolución, pudiendo los interesados 
solicitar la prórroga de la misma seis meses antes de la expiración de 
dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 2 de enero de 2007.–El Director General de Armamento y 

Material, José Julio Rodríguez Fernández. 

MINISTERIO DE FOMENTO
 930 ORDEN FOM/4209/2006, de 14 de diciembre, por la que se 

aprueban las tarifas y los peajes a aplicar en la autopista 
de peaje AP-41, Madrid-Toledo.

Estando próxima la finalización de las obras y consecuente puesta en 
servicio de la autopista de peaje AP-41, Madrid-Toledo, Autopista Madrid-
Toledo, Concesionaria Española de Autopistas, S. A., titular de la conce-
sión administrativa de la citada vía, ha presentado solicitud de revisión de 
tarifas y de aprobación de los peajes a aplicar en la misma.

El Real Decreto 281/2004, de 13 de febrero, por el que se adjudica la 
concesión administrativa para la construcción, conservación y explota-
ción de la citada autopista, establece en su artículo 9 el sistema de peaje 
a implantar en la misma. Este sistema es de tipo mixto, con dos barreras 
semitroncales, la primera situada en la calzada sentido Toledo-Madrid, en 


